
La supeditación de las instituciones representativas a la banca

El caso de las agencias de ratings

Suponga usted que existiera una agencia internacional que se encargara de evaluar la calidad de 
los fármacos, y que esta agencia, financiada por los mayores laboratorios farmacéuticos del 
mundo, hubiera asegurado a toda la población mundial que el uso y consumo de un fármaco 
específico, producido por los laboratorios que la pagaban, era totalmente eficaz, curaba la 
mayoría de enfermedades, y no conllevaba ningún efecto negativo. Suponga también que, más 
tarde, se comprobara que todo ello era una gran mentira, mostrando que el famoso fármaco no 
sólo era ineficaz, sino que era muy tóxico: todos los pacientes que lo habían consumido habían 
fallecido, ocasionando millones de muertos en todo el mundo como consecuencia de ello. Si todo 
esto hubiera ocurrido, hubiera habido un escándalo inmenso. Y es más que probable que se 
exigieran medidas sancionadoras en contra de las agencias de evaluación, y en contra de la 
propia industria farmacéutica, que habría estado financiándolas.

Pues bien, por mucho que le cueste creérselo, esto es lo que ha ocurrido y, lo que es incluso peor, 
continúa ocurriendo, sin que haya habido ninguna sanción. Lo único diferente es que no son 
fármacos, sino productos financieros (como bonos, hipotecas, entre otros); que no era la 
industria farmacéutica, sino los grandes bancos; y que no eran una sino varias las agencias 
evaluadoras, de las cuales las más importantes se llaman Standard & Poors, Moody’s y Fitch, que 
están, en realidad, financiadas por la gran banca, Wall Street en EEUU.

Tales agencias daban Matrículas de Honor (lo que se llama categoría AAA) a los productos 
financieros de los grandes bancos, los cuales sacaban enormes beneficios de vender productos 
catalogados como excelentes cuando, en realidad, eran basura. Al ver la falsedad de sus 
evaluaciones, los bancos que vendieron tales productos se colapsaron casi al día siguiente de que 
las agencias les dijeran que estaban en una condición excelente. Y todo, repito, todo el sistema 
financiero mundial se hubiera colapsado si no hubiera sido por el apoyo que recibió de los 
Estados, transfiriendo la mayor cantidad de dinero que nunca se haya realizado del sector público 
al sector privado.

Pues bien, lo que es más indignante es que tales agencias continúen siendo las evaluadoras de 
los productos financieros que los bancos y los Estados venden y compran. En realidad, han sido 
agentes claves en la creación del llamado “problema de la deuda pública”. Cuando catalogan un 
bono de un Estado como de alto riesgo, inmediatamente encarece los intereses que los Estados 
tienen que pagar para vender sus bonos. El precio de la deuda pública queda así muy 
determinado por la evaluación que le hacen tales agencias. Y naturalmente, su objetivo (que es 
el objetivo de la banca) es que los intereses sean lo más altos posible pues así incrementan los 
ingresos a la banca, que es la que recibe tales intereses.

Las decisiones de las agencias de rating afectan a la ciudadanía normal y corriente. Sus 
decisiones influencian desde los intereses del crédito en un país al precio de las hipotecas. Todas 
estas actividades financieras están determinadas por lo que indiquen tales agencias, agencias 
que ya han mostrado su incompetencia en múltiples ocasiones y que continúan, a pesar de ello, 
siendo las voces que dirigen, desde la sombra, las actividades financieras de millones y millones 
de personas.

Que sus conclusiones no se basan en criterios objetivos y que sus evaluaciones carecen de 
credibilidad científica está ampliamente demostrado. El criterio que guía sus evaluaciones es fácil 
de detectar. Todo lo que las agencias perciben que le va bien a la banca, merece un 
sobresaliente. Todo lo que cuestiona los intereses de la banca recibe un suspenso. Ejemplos de 
ello hay miles. Cuando se implementaron los recortes de impuestos (que favorecieron 
primordialmente a las rentas superiores) llevados a cabo por el Presidente Bush Jr. (medida 
favorecida por Wall Street), que causaron que el presupuesto del estado federal de EEUU pasara 
de tener un superávit (de nada menos que 5.000 billones de dólares) cuando terminó la 
administración Clinton, a un enorme déficit, tales agencias aplaudieron los recortes, aunque 
crearan un déficit enorme, que ahora tales agencias denuncian, criticando a la Administración 
Obama por ello. Las agencias favorecen, en general, más a las Administraciones Republicanas 
que a las Demócratas.

Y ahora, tal como denuncia el que fue Ministro de Trabajo en la Administración Clinton, el Sr. 
Robert Reich, profesor de Public Policy de la Universidad de California en Berkeley, en un artículo 
reciente “The Biggest Driver in the Deficit Battle” (28.07.11), tales agencias han indicado que, a 



no ser que se recorten los gastos públicos (incluyendo las pensiones y los servicios sanitarios a la 
gente anciana) para reducir el déficit (en una cantidad de 4.000 billones de dólares), las agencias 
rebajaran la evaluación de los bonos del Estado federal, y ello aunque el Estado decidiera reducir 
el déficit a través de otros medios, tales como subir los impuestos. No es, pues, el tamaño del 
déficit público, sino lo que hay detrás, es decir, si la banca lo apoya o no, lo que decide el valor 
de la deuda pública.

Pero lo que es incluso más que indignante es que el Banco Central Europeo utiliza las 
evaluaciones de tales agencias para catalogar el valor de la deuda pública de los Estados de la 
Eurozona. Y lo mismo ocurre con el Banco Central de EEUU (The Federal Reserve Board), aunque 
hay presiones (¡por fin!) para que este último deje de hacerlo. Mientras, el lector debería estar 
hastiado de la enorme tolerancia, cuando no apoyo, que las instituciones financiadas 
públicamente tienen hacia estas agencias. Es el caso más claro de la supeditación de las llamadas 
instituciones representativas al poder de la banca.

Ahora bien, la indignación no debería limitarse a las Agencias. Debería también extenderse a los 
bancos centrales de cada país y al Banco Central Europeo, que podrían haber ignorado tales 
agencias de rating sustituyéndolas por otras más efectivas y desligadas del mundo financiero. 
Pero las instituciones más responsables de ello son las políticas, pues son los llamados 
representantes políticos los que nombran a los directores de los bancos centrales nacionales y a 
los gobernadores del Banco Central Europeo. Uno de los gobernadores más ultraliberales que 
haya tenido el Banco de España, el Sr. Fernández Ordóñez, fue nombrado por el Sr. Zapatero, y el 
Sr. Trichet, director del Banco Central Europeo, fue nombrado por el Consejo Europeo (los 
máximos responsables de la clase gobernante de la UE), y así un largo etcétera.

Lo cual me lleva a la última pregunta, la más importante. ¿Por qué los llamados representantes 
de la población nombraron a ultraliberales en tales puestos de responsabilidad? Y la respuesta es 
fácil de entender (aunque nunca la verá en los mayores medios de información y persuasión). 
Todos estos personajes ultraliberales están muy próximos a la banca. Y su nombramiento era un 
signo (le llaman guiño) a la banca para asegurarle que serían muy sensibles a sus necesidades. 
En realidad, no sólo los gobernadores del Banco de España y del BCE son muy próximos a la 
banca, sino la gran mayoría de Ministros de Economía y economistas de la Moncloa han sido muy 
próximos a la banca. Y ahí está el problema. De tanto guiño, las instituciones representativas se 
han quedado ciegas a las implicaciones de sus actos. La enorme influencia de la banca sobre el 
estado ha sido una de las características del Estado español, que ha reducido dramáticamente la 
calidad democrática de nuestro país. Así de claro.
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